FALLO:

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 22 días del mes de marzo de dos mil once, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces de la Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para dictar sentencia en los autos "Herrero Construcciones S.A. c/ G.C.B.A. s/ otras demandas contra la aut. administrativa", EXP 31.022/0, el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada? Practicado el sorteo, resultó que la votación debía realizarse en el siguiente orden: Señores Jueces de Cámara Doctores Esteban Centanaro y Nélida Mabel Daniele. A la cuestión planteada el Dr. Esteban Centanaro dijo: 

RESULTA: 

1. Las presentes actuaciones se inician a raíz del acta de constatación Nº 43202, adjuntada a fs. 2, de la cual surge que el 30 de junio de 2005 un inspector de la autoridad administrativa del trabajo se constituyó en el domicilio de la calle Jorge Newbery ., a los fines de realizar una inspección de higiene y seguridad. Allí fue atendido por una persona que no se identificó y que manifestó que el encargado de la obra no se encontraba, y que debía esperar. Ante dicha conducta, el funcionario interviniente intimó a esa persona para que, en el plazo de 15 minutos, le permitiera el ingreso al establecimiento".bajo apercibimiento de aplicación del artículo 20 
de la ley 265." (cfr. fs. 2), por obstruir la actuación de la Autoridad Administrativa. Una vez transcurrido el plazo otorgado y habiéndosele negado el ingreso, hizo efectivo el apercibimiento y labró acta de infracción por violación a lo dispuesto en la referida norma. En virtud de ello, por disposición Nº 1408-DGPDT-2005 se ordenó "Realizar el seguimiento de la tarea inspectiva." (cfr. fs.3 vta.). Posteriormente, el 27 de abril de 2006, se le notificó la providencia Nº 9142-DGPDT-2006 a los fines de que la actora presentara su descargo y la prueba que estimara correspondiente (fs. 6/7). A fs. 14/15 luce el descargo de la empresa constructora, en el cual manifestó que no obstruyó la actuación de la autoridad administrativa del trabajo, y consecuentemente solicitó que no se declare punible su obrar; y en caso contrario ante su falta de antecedentes se aplique el mínimo de la sanción prevista en la norma. Luce seguidamente el informe técnico elaborado por el instructor sumariante, al cual adhiere la responsable del área de asuntos jurídicos de la Dirección General de Protección del Trabajo del cual resulta la aplicación de lo normado por el artículo 20 de la ley 265. 

2. A fs. 29/30 obra la Resolución Nº 0686/SSTR/08 la cual le impuso una multa de pesos tres mil ($3.000) por la infracción cometida al artículo 20 de la Ley Nº 265. Para así decidir, la autoridad de aplicación entendió respecto a la imputación por violación al artículo 20 de la Ley 265 que".la advertida presenta el descargo que hace a su derecho, con el objeto de desvirtuar la imputación incoada en su contra, el cual no reviste entidad suficiente como para ser eximida de la responsabilidad que le cabe en función de la falta constatada, toda vez que la conducta que ha dado origen a los presentes actuados, es la relativa a la imposibilidad de realizar la inspección correspondiente a la que se ha visto sometido el inspector actuante, circunstancia que configura la obstrucción a la actuación de la Autoridad Administrativa del Trabajo, tipificada por el Art. 20 de la Ley 265 y respecto de la cual, cualquier argumento exculpatorio, resulta inhábil" (cfr. fs. 19 vta.). 

3. A fs. 42/45 Herrero Construcciones S.A. apeló la mentada disposición. Básicamente en la expresión de agravios planteó severas irregularidades en el procedimiento administrativo.Solicitó que se considere nulo todo lo actuado por vicios en el procedimiento y se deje sin efecto la multa impuesta o, en su caso, se disminuya el importe establecido. Así, alegó que los vicios en el procedimiento que dan origen a la resolución impugnada obstruyeron el ejercicio de su derecho de defensa. De esta forma, entendió que el acta de constatación Nº 43202 adolece de de vicios de forma y fondo que afectan su propia legitimidad y la hacen pasible de nulidad absoluta y carente de eficacia para servir de sustento al procedimiento sumarial llevado a cabo. Recalcó que "Los vicios formales del acta impugnada consisten en haber sido confeccionada sin identificación de la parte interesada, sin haber procedido a su notificación formal y sin cumplir con el requisito establecido en el art. 20 de la ley 265 que determina, como requisito esencial para la configuración de la infracción, la existencia de una intimación previa para que la requerida se presente conforme a derecho. Dicha intimación NUNCA EXISTIO, ya que, resulta imposible tomar con seriedad, la arbitraria conducta del Inspector Actuante que (.) INTIMA aun "operario no identificado" para que en el perentorio plazo "de quince MINUTOS" le permita el acceso a la obra (.)" (cfr. fs. 42 vta./43, el destacado pertenece al original). Así, afirmó que dicha conducta le impidió cumplir con los requerimientos necesarios para que se procediera a realizar la Inspección. Alegó, asimismo, que tanto el acta de constatación como la resolución recurrida carecen de causa y motivación. A tal efecto, remarcó que del acto administrativo que impone la multa, no surge: a) cuál es el acta incumplida, y b) no explica los alcances de la infracción que se le imputa. Por otro lado, remarcó que el acta de constatación otorgó un exiguo plazo de quince minutos que contradice las normas civiles y administrativas en la materia. En segundo lugar, relató que a fin de tomar conocimiento de las actuaciones, la empresa el 3 de mayo de 2007, formuló un pedido de vista de las actuaciones.A tal fin argumentó que "La decisión fue adoptada en razón de recibir notificaciones imputando obstrucción a la Autoridad de Contralor y sin tener conocimiento la empresa de las circunstancias imputadas. La Administración JAMAS concedió la vista de las actuaciones NI notifico a mi representada sobre tal requerimiento" (cfr. fs. 43 vta., el destacado pertenece al original). Consecuentemente, consideró que se han vulnerado los principios del debido proceso y se ha obstruido el ejercicio del derecho de defensa. Por último, planteó que ante la eventualidad de que se considere ajustado a derecho el trámite procedimental, se quejó del quantum de la multa impuesta. Finalmente, ofreció prueba, solicitó se considere nulo todo lo actuado por vicios en el procedimiento y consecuentemente se deje sin efecto la multa impuesta, y en su caso se disminuya el importe. A fs. 104/107 obra la contestación al traslado del recurso de apelación por el G.C.B.A. 

4. El juez de primera instancia, en su pronunciamiento definitivo de fs. 116/118, confirmó la resolución cuestionada en todas sus partes, con costas. Para así decidir, luego de realizar una breve reseña normativa, señaló que en cuanto al planteo de nulidad efectuado por la parte actora en relación al acta de constatación, ".el mero desconocimiento de los hechos resulta insuficiente para desvirtuar la existencia material de los hechos asentados en el acta de constatación, si no se acompañan elementos probatorios con entidad suficiente para desvirtuarla, lo que no ha sucedido en el caso" (cfr. fs. 117). En este entendimiento, remarcó que del acta de constatación obrante a fs. 2 se desprende que cumple con todos los requisitos exigidos por la ley y que se le entregó a la actora la copia correspondiente. De igual modo, entendió que de la cédula de notificación obrante a fs. 7, se observa la individualización del acta de constatación que dio origen a la sanción impuesta.En segundo lugar, en cuanto a la invocación de haberse afectado su derecho de defensa y principio del debido proceso por el exiguo plazo de intimación otorgado, expresó que en virtud de la actividad de fiscalización que ejerce la Administración tiene la facultad de ingresar libremente y sin notificación previa a todo establecimiento de la Ciudad (cfr. art. 3 de la ley 265). En tercer lugar, se explayó en relación al agravio referido a la afectación a los principios del debido proceso y el ejercicio de su derecho de defensa, al no habérsele concedido la vista de las actuaciones solicitada. Así, sostuvo que "De acuerdo, a las características específicas del procedimiento y las alternativas que en él se desarrollaron no se advierte que se halla producido una afectación concreta y particular al derecho de defensa, relacionado con la posibilidad de tener acceso a las actuaciones administrativas. Es que, no basta para fundar el agravio intentado la mera alegación genérica de una violación al debido proceso adjetivo sin el detalle del perjuicio concreto que ésta habría irrogado a la actora" (cfr. fs. 117 vta.). Por último, con respecto al quantum de la multa impuesta, entendió que la determinación efectuada por la Administración, se encontró dentro de los parámetros legales establecidos por los arts. 20 y 21 de la Ley 265; y no resultó irrazonable ".en orden a que, no sólo debió valorarse la falta de antecedentes de la actora sino también la envergadura del establecimiento cuya inspección se frustró" (cfr. fs. 118). 

5. Disconforme con lo resuelto, la demandante dedujo recurso de apelación, el cual luce a fs. 121. Así, de la confusa e imprecisa expresión de agravios se pueden determinar los planteos, que serán detallados seguidamente.En primer lugar, se agravió de que el a quo haya considerado que no existieron vicios de procedimiento en la confección del acta y que no se hayan visto afectados los derechos de defensa y el principio del debido proceso, ante la falta de cumplimiento del requisito establecido por el art. 20 de la ley 265, de intimación previa. De esta forma, entendió que resulta un elemento esencial para la configuración de la infracción, la existencia de una previa intimación para que la requerida se presente conforme a derecho. Cuestionó asimismo, la falta de motivación y causa tanto del acto administrativo que le impuso la sanción, como del acta de infracción, y que sus derechos resultaron avasallados por el exiguo plazo de intimación cursado. En segundo lugar, en cuanto a la multa impuesta, la recurrente se agravió de que el sentenciante haya considerado que el quantum de la multa impuesta resultó adecuado a derecho. Así, expresó que "El a quo consideró que a pesar de no tener la empresa antecedentes previos, el quantum de la multa impuesta fue adecuado atento la envergadura de la obra en cuestión" (cfr. fs. 134). En este sentido, manifestó que el art. 21 de la ley 265 no menciona tal parámetro de evaluación, ".sino que lo que debió merituarse en la sentencia apelada es si se demostró en autos que se afectaron derechos de los trabajadores y/o la existencia de un perjuicio concreto a raíz de la infracción, extremos que de ningún modo han quedado acreditados en autos" (cfr. fs. 134/134vta.). 

6. Corrido el traslado de rigor, la demandada lo contestó a fs. 136/141. Finalmente, mediante la providencia que antecede se ordenó el pase de los autos al presente acuerdo. 

CONSIDERANDO: 

7.Ahora bien, como previo a entrar en el análisis de aquello que fuera materia de recurso, cabe recordar que los jueces no están obligados a pronunciarse sobre todos los argumentos esgrimidos por las partes, ni a hacer referencia a la totalidad de las pruebas producidas, bastando que valoren las que sean "conducentes" para la correcta composición del litigio (conf. art. 310 
 del CCAyT y doctrina de Fallos: 272:225; 274:486; 276:132 y 287:230, entre otros). Siendo ello así, previo a todo trámite, debe tenerse presente que los aspectos que no hubieren merecido crítica se encuentran firmes y por lo tanto no compete a este Tribunal su revisión ni estudio. En efecto, no puede soslayarse que ". todos aquellos puntos o tópicos de la sentencia que no han sido motivo de cuestionamiento, deben considerarse consentidos y, como consecuencia del principio dispositivo, cobra plena virtualidad el brocárdico tantum devolutum quantum appellatum (ínsito en los artículos 242 
 y 247 
 del Código Contencioso Administrativo y Tributario), que demarca los límites de actuación de la alzada sobre la base de existir un elemento condicionante: el agravio" (esta Sala in re "Beltramo, Néstor c/ G.C.B.A. s/ daños y perjuicios [excepto responsabilidad médica]", EXP 4285/0, del 2/5/06, entre muchos otros). 

8. Así las cosas, considero que corresponde expedirse, en primer término, respecto al planteo relativo a las irregularidades denunciadas en el procedimiento administrativo. Así, la recurrente se quejó en primer lugar de que el a quo haya considerado que no existieron vicios de procedimiento en la confección del acta y que no se hayan visto afectados los derechos de defensa y principio del debido proceso, ante la falta de cumplimiento del requisito establecido por el art. 20 de la ley 265, de intimación previa. De esta forma, entendió que resulta un elemento esencial para la configuración de la infracción, la existencia de una previa intimación para que la requerida se presente conforme a derecho. 

9.Al respecto, corresponde liminarmente aclarar que la ley 265, establece las competencias de la Autoridad Administrativa del Trabajo, la misma dispone en su art. 3º 
 que "A los fines de la fiscalización y control del cumplimiento de las normas relativas al trabajo, la salud, higiene y seguridad en el trabajo, la Seguridad Social y las cláusulas normativas de los convenios colectivos de trabajo, la Autoridad Administrativa del Trabajo, a través de sus agentes o inspectores, tiene facultades suficientes para: a) entrar libremente, y sin notificación previa, a cualquier hora y en el momento que así lo crean conveniente, en todo establecimiento situado en el territorio de la Ciudad; b) entrar en cualquier lugar cuando existan presunciones graves e indicios suficientes de actividad laboral" (el destacado me pertenece). El art. 20 de la norma prescribe que "La obstrucción a la actuación de la Autoridad Administrativa del Trabajo que la impidan, perturben o retrasen de cualquier manera es sancionada, previa intimación." A su vez, el art. 26 
 de la citada normativa dispone que "Toda vez que la autoridad de aplicación verifique la comisión de infracciones, redactará acta de infracción, la que servirá de acusación, prueba de cargo y hará fe mientras no se pruebe lo contrario. En dicha acta se hará constar lugar, día y hora que se verifica, nombre y apellido y/o razón social del presunto infractor, descripción del hecho verificado como infracción, refiriéndolo a la norma infringida y firma del inspector actuante. Salvo prueba en contrario se presumirá que el contenido del acta es exacto en todas sus partes". Como se podrá apreciar la ley 265 otorga a los inspectores de policía del trabajo facultades suficientes para constatar las actividades laborales, en cualquier lugar donde presuma que se desarrollen las mismas. 

10. Pues bien, de acuerdo a las constancias obrantes en autos, del acta de constatación que luce a fs. 2 no surgen vicios formales, tal como afirma la recurrente.En efecto, estimo tal como ha expresado el magistrado de grado que el recurrente sólo efectúa declaraciones unilaterales, acerca de los vicios que estima afectan al acta de constatación, pero lo cierto es, que no produce prueba alguna a fin de acreditar sus dichos. En tal sentido, el a quo estimó que ".el mero desconocimiento de los hechos resulta insuficiente para desvirtuar la existencia material de los hechos asentados en el acta de constatación, si no se acompañan elementos probatorios con entidad suficiente para desvirtuarla." (cfr. fs. 117). Asimismo, destacó que "Resulta pertinente destacar que de la observación del acta de constatación obrante a fs. 2 se desprende que cumple con todos los requisitos exigidos por la ley y que se le entregó a la actora la copia correspondiente"(cfr. fs. 117) En efecto, de las constancias de la causa, surge que el inspector se constituyó en el establecimiento de la demandante el día 30 de junio de 2005 a las 8 hs. y al habérsele negado el ingreso, efectuó la intimación bajo apercibimiento de labrar el acta de constatación por la infracción prevista al art. 20 de la ley 265. A su vez, de la cédula de notificación obrante a fs. 7, surge que: a) se ha notificado a la recurrente de la Providencia Nº 9142-DGPDT-2006; b) se individualizó el acta que dió origen a la sanción impuesta y c) se la citó a fin de que acompañe el pertinente descargo y ofrezca la prueba que estime necesaria. Ahora bien, lo cierto es que la accionante reitera asiduamente en diversas piezas procesales que la intimación nunca existió, por la arbitraria conducta del inspector actuante el cual otorgó un plazo de quince minutos. De esta forma, cuestiona que el sentenciante no haya entendido que se han visto afectados los derechos de defensa y principio del debido proceso por el exiguo plazo de intimación cursado.Pues bien, entiendo que la recurrente yerra en su argumentación al pretender que la intimación nunca existió por el sólo hecho del plazo otorgado por el inspector actuante. En efecto, no advierto irrazonabilidad alguna en tal proceder más aún, entiendo tal modo de actuar como una oportunidad que el agente le dio a la empresa para no tener por configurada sin más la infracción. Así, debe advertirse que ante la negativa a dar ingreso a la finca el inspector pudo sin otro trámite labrar la infracción, mas sin embargo optó por brindarle al empleado de la actora una última instancia para que pueda evitar incurrir en incumplimiento, por ejemplo, solicitando autorización a sus superiores para efectivamente permitir la entrada del agente. 10.1. Si bien de lo expuesto precedentemente, tengo para mí que no se han producido los vicios en el procedimiento alegados por la recurrente, y que consecuentemente no se ha vulnerado el derecho de defensa en juicio ni el debido proceso por el plazo otorgado por el inspector actuante, no obstante ello, y a mayor abundamiento, estimo pertinente resaltar una serie de artículos de la ley 265, que se relacionan directamente con el agravio analizado en este punto. Así, es dable destacar que el art. 1º señala las funciones y atribuciones que deberá desarrollar la Autoridad Administrativa del Trabajo de la Ciudad de Buenos Aires, en ejercicio del poder de policía conferido por el Artículo 44 
 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires. Siguiendo esta línea de ideas, el art. 2º dispone que el objeto de la Autoridad Administrativa del Trabajo es entre muchas otros, el de ". fiscalización, control y sanción por incumplimientos de las normas relativas al trabajo, la salud, higiene y seguridad en el trabajo, la Seguridad Social y las cláusulas normativas de los convenios colectivos de trabajo.". A su vez, en el art.3º se expresa que para el cumplimiento de dichos fines ".de fiscalización y control del cumplimiento de las normas relativas al trabajo, la salud, higiene y seguridad en el trabajo, la Seguridad Social y las cláusulas normativas de los convenios colectivos de trabajo, la Autoridad Administrativa del Trabajo, a través de sus agentes o inspectores, tiene facultades suficientes para entrar libremente, y sin notificación previa, a cualquier hora y en el momento que así lo crean conveniente, en todo establecimiento situado en el territorio de la Ciudad.". Dentro de este marco, es importante asimismo destacar que el art. 7º se establece que ".los inspectores de trabajo revisten la calidad de autoridad pública y están autorizados para realizar inspecciones de oficio, por denuncia o a petición de persona interesada." (el destacado me pertenece). En este entendimiento, cabe señalar, que la doctrina tradicional ha definido al poder de policía como una potestad regulat oria del ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes constitucionales, como atribución perteneciente al órgano legislativo (Marienhoff, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, t. IV, Ed. Abeledo -Perrot, Buenos Aires, 1997, pág. 530) o también, como la facultad o potestad jurídica por parte de la Administración Pública de establecer limitaciones y ejercer coactivamente su actividad, con el fin de regular el uso de la libertad personal y promover el bienestar general (Bielsa, Rafael, Derecho Administrativo, 1921, Ed. Lajouane, pág.71). Se ha señalado, que "El poder de policía es, desde luego, como lo reconocen todos los autores, un derecho incontrovertible de toda sociedad jurídicamente organizada, esencial a su propia conservación y defensa, y pertenece al todo gobierno constituido -sea de la Nación, sea de las provincias- para asegurar el logro de los fines mediante el uso de los bienes que a ese efecto sean adecuados (.) Desde que la "policía" apareja esencialmente un poder de "reglamentación" del ejercicio de los deberes y derechos constitucionales de los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que "reglamenten" su ejercicio" (Marienhoff, Miguel S., ob. cit., pág. 539 y ss.). Entiendo que en la especie existe una potestad reglada en virtud de que el ordenamiento jurídico, establece de manera concreta y precisa la conducta que debe llevar adelante el órgano administrativo, por lo que en modo alguno puede ser atacada la actividad desarrollada por el organismo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en el ámbito que le es propio y conforme a las leyes que reglamentan su ejercicio. Así las cosas, consideró que la autoridad de aplicación se hallaba facultada de actuar del modo que lo ha hecho de acuerdo a la normativa señalada precedentemente y consecuentemente concuerdo con el sentenciante de grado en que no se advierte la presencia de los vicios en el procedimiento administrativo alegados por la recurrente. 

11. Ahora bien, en cuanto a la multa impuesta, la recurrente se agravió de que el sentenciante de grado, haya considerado que el quantum impuesto resultó adecuado a derecho. Así, expresó que "El a quo consideró que a pesar de no tener la empresa antecedentes previos, el quantum de la multa impuesta fue adecuado atento la envergadura de la obra en cuestión" (cfr. fs. 134). En este sentido, manifestó que el art.21 de la ley 265 no menciona tal parámetro de evaluación, ".sino que lo que debió merituarse en la sentencia apelada es si se demostró en autos que se afectaron derechos de los trabajadores y/o la existencia de un perjuicio concreto a raíz de la infracción, extremos que de ningún modo han quedado acreditados en autos" (cfr. fs. 134/134vta.). Así las cosas, para determinar si la multa aplicada por el magistrado resulta ajustada a derecho debe tenerse presente que el artículo 20 de la ley 265 establece que "La obstrucción a la actuación de la Autoridad Administrativa del Trabajo que la impidan, perturben o retrasen de cualquier manera es sancionada, previa intimación, con multa de pesos doscientos ($ 200.-) a pesos cinco mil ($ 5.000.-). En casos de especial gravedad y contumacia, la autoridad administrativa puede adicionar a los montos máximos de la multa una suma que no supere el diez por ciento (10%) del total de las remuneraciones que se hayan devengado en el establecimiento en el mes inmediatamente anterior al de la constatación de la infracción, o del último período en que se hayan devengado remuneraciones. Sin perjuicio de la penalidad establecida, la autoridad administrativa puede compeler la comparecencia de quienes hayan sido debidamente citados a una audiencia mediante el auxilio de la fuerza pública, el que será prestado como si se tratara de un requerimiento judicial". El mismo debe interpretarse conjuntamente con el art. 21 de la misma normativa legal, el cual señala que "La Autoridad Administrativa del Trabajo, al graduar la sanción tiene en cuenta: a) el incumplimiento de advertencias o requerimiento de la inspección; b) la importancia económica del infractor; c) el carácter de reincidente.Se considerará reincidente la comisión de una infracción del mismo tipo dentro del plazo de dos (2) años de haber quedado firme una sanción resolutoria que imponga multa; d) el número de trabajadores afectados; e) el número de trabajadores de la empresa; f) el perjuicio causado" Así las cosas, a la luz de la normativa citada precedentemente, estimo que el criterio adoptado por el a quo a fin de confirmar la multa impuesta resulta adecuado, toda vez, que de acuerdo a la norma transcripta precedentemente entre los parámetros establecidos a fin de merituar el quantum, prevé en el inciso b) la importancia económica del infractor. Así, considero que cuando el sentenciante de grado afirmó que tuvo en cuenta la "envergadura del establecimiento" y específicamente detalló que ".no puede dejar de tenerse presente que la obra cuya inspección se frustró consiste en "PB y 8 pisos, hormigón terminado, mampostería y revoques en ejecución" (cfr. fs. 118) para merituar que el monto de la multa se encontrara dentro de los parámetros legales, se basó para así decidir, justamente en la importancia económica del infractor. En virtud de todo lo expresado, este agravio no habrá de tener favorable acogida. 

12. Por las razones expuestas, considero que Herrero Construcciones S.A. no ha cumplido debidamente con la obligación impuesta por el art. 20 de la Ley 265, propongo en caso de ser compartido mi voto, confirmar la sentencia de grado, y en consecuencia confirmar la multa impuesta por la Subsecretaría de Trabajo del Ministerio de Desarrollo Económico del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, con costas a la recurrente vencida en virtud de no encontrar criterios para apartarse del principio objetivo de la derrota (art. 62 
 CCAyT). 

13. Por último, corresponde regular los honorarios de la representación letrada del G.C.B.A. por su actuación ante la Alzada.Tomando en cuenta el monto comprometido en el proceso ($3.000), la labor desarrollada por la representación letrada de la demandada y las etapas del proceso, corresponde regular los honorarios, en conjunto, en la suma de ($.) (conf. arts. 1 
, 6, 7 
, 9, 10 
, 14 
, 19 
, 37, 38 
 y concordantes de la ley 21.839, modificada por la ley 24.432 
). 

En mérito a las consideraciones expuestas, doctrina y normas legales aplicables al caso, el Tribunal RESUELVE: 1) Confirmar la sentencia de grado y en consecuencia confirmar la multa impuesta por la Subsecretaría de Trabajo del Ministerio de Desarrollo Económico del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. 2) Con costas a la apelante vencida. 3) Regular los honorarios de la representación letrada del G.C.B.A. por su actuación ante la Alzada de acuerdo a las pautas establecidas en el considerando 13. 

Regístrese. Notifíquese y oportunamente devuélvase. Dr. Esteban Centanaro Dra. Nélida Mabel Daniele Juez de Cámara Juez de Cámara 

Firmantes: 

Dr. Esteban Centanaro; 

Dra. Nélida M. Daniele
